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Al Grupo de Trabajo sobre la cuestión de la discriminación contra la mujer en la legislación y en la práctica que presentará un informe temático sobre las mujeres privadas de libertad en el 41º período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos en junio de 2019.

De nuestra mayor consideración:
Desde la Organización OTRANS ARGENTINA nos sumamos a la convocatoria realizada con los fines de aportar un enfoque integral del problema sobre las distintas formas de restricción o interferencia con la libertad personal o de movimiento de las personas trans y travestis en Argentina, pero sobre todo, la situación en la provincia de Buenos Aires. 
Otrans Argentina, con personería jurídica en trámite, es una organización sin fines de lucro que trabaja por la defensa, la promoción y el fortalecimiento de los derechos humanos de las personas trans y travestis en Argentina.

Ponemos a su consideración este aporte para la visibilidad de la situación en el que se encuentra el colectivo trans y travesti en Argentina. El objetivo de esta presentación es poner a disposición de ustedes, la información sobre la situación de travestis y mujeres trans privadas de su libertad en la Provincia de Buenos Aires. Esperamos que sea de utilidad para evaluar el cumplimiento de las obligaciones del Estado argentino sobre Derechos Humanos, el acceso de los derechos básicos de las personas trans y travestis como el acceso a la salud, a una educación formal, al trabajo y a una vivienda digna, entre otros. La CIDH ya se ha pronunciado sobre el cumplimiento de los mismos diciendo que para alcanzar una inclusión integral de las personas trans en los diferentes ámbitos, bien como disminuir las tasas de pobreza que las afectan, es necesario que los Estados redoblen esfuerzos en la formulación e implementación leyes y políticas públicas que complementen el reconocimiento de la identidad y expresión de género. Además, se hace necesario que se implementen políticas públicas específicas para 
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asegurar que las personas trans tengan acceso, sin discriminación alguna y en condiciones seguras, al empleo y la seguridad social, a la vivienda, a la educación y a la salud, a las condiciones urgentes con el objetivo de reducir la desigualdad que las afectan y combatir la violencia que ellas enfrentan.

Con gran preocupación nuestra Organización viene informando públicamente y a las autoridades correspondientes de nuestro país la situación que viven las personas trans y travestis y que en algunos casos detentan su condición de migrantes. La falta de acceso a una educación formal, la falta de capacitación laboral, la vulnerabilidad hace que muchas de ellas terminen trabajando en el mercado sexual y en el consumo de estupefacientes. La falta de políticas públicas, la persecución policial por su condición migrantes y trans, la estigmatización, y destrato dentro del poder judicial, empuja a cientos de nuestras compañeras a estar privadas de la libertad bajo la carátula de delitos excarcelables para nuestra legislación.

A continuación, detallaremos las problemáticas con las que trabajamos y de las cuales hiciéramos intervención judicial, mediática y organizacional. 

Lic. Claudia Vásquez Haro
PRESIDENTA DE OTRANS ARGENTINA
Sede: Calle 44 entre 8 y 9 n° 389 de la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires, Argentina (CP1900).Tel: (+549) 221-6546775
Email: 
claudiavasquezharounlp@gmail.com
contactootrans@gmail.com

I. Persecución por la condición de Trans y travesti. 
En Argentina ser trans o travesti no es delito, sino un derecho protegido en la Ley Nacional 26.743 sobre “Identidad de Género”, sancionada y promulgada en el año 2012. Sin embargo, las mujeres travestis y trans, en particular migrantes de países latinoamericanos, siguen siendo sistemáticamente criminalizadas bajo la excusa de que cometen delitos. 

En la ciudad de la Plata, capital de la provincia de Buenos Aires, la forma que adquiere esta criminalización es la caracterización de este colectivo como “narcotravestis”, llevada adelante por medios de comunicación hegemónicos. Las autoridades policiales y judiciales intervienen luego de estas premisas mediáticas, armando causas contra todas las travestis migrantes residentes en La Plata que se encuentran en situación de prostitución, por venta de estupefacientes (art. 5 inc c), al amparo de la amplitud y vaguedad de los términos de la ley 23.737 y la ley de desfederalización parcial de la competencia penal en materia de estupefacientes, ley 26.052. 

Los arts. 5 c) y 14 de la ley 23.737 sobre Estupefacientes, están formulados de modo neutral en su redacción. Aunque la prohibición de la comercialización y tenencia de estupefacientes no está expresamente dirigida hacia las mujeres trans y travestis, y por lo tanto aparece neutral, tiene un impacto negativo desproporcional sobre ellas en relación a la población en general, y también en relación a otros colectivos vulnerables.

El art. 145 del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires (CPPBA) consagra la proporcionalidad de las medidas cautelares. El art. 159 del CPPBA establece alternativas a la prisión preventiva para imputados que padecieren una enfermedad incurable en período terminal. El art. 170 del CPPBA reconoce que procede la excarcelación aun cuando ordinariamente no proceda, en los casos que la objetiva valoración de las características del o de los hechos atribuidos, de las condiciones personales del imputado/a y de otras circunstancias que se consideren relevantes, se 

pudiera presumir que el mismo no procurará eludir u obstaculizar la investigación ni burlar la acción de la justicia. 

El art. 19 de la ley 12.256 de Ejecución Penal de la Provincia de Buenos Aires (Texto según Ley 14296) establece prisión domiciliaria para: a) El interno enfermo cuando la privación de la libertad en el establecimiento carcelario le impida recuperarse o tratar adecuadamente su dolencia y no correspondiere su alojamiento en un establecimiento hospitalario; b) El interno que padezca una enfermedad incurable en período terminal.
II. Sistema Judicial y situación de encierro.

Las disposiciones legales que tienen impacto desproporcionado sobre un grupo determinado son incompatibles con los principios de igualdad. Como parte de su deber de diligencia reforzado ante la violencia de género y por prejuicio, el Estado tiene la obligación de evaluar el impacto desproporcionado de la aplicación de las leyes sobre las mujeres y el colectivo TLGBI.

Las tasas de encarcelamiento son alarmantes: 

-En la Provincia de Buenos Aires 1 de cada 530 personas está presa, 

-1 de cada 73 mujeres trans y travestis de la provincia de Buenos Aires está encarcelada (cifras hasta agosto de 2016). 

-Una mujer trans o travesti tiene entre 1,8 y 7,3 veces más probabilidad de ser encarcelada que una persona cisgénero. 

Acorde al ACNUDH, “…Una probabilidad superior a 1.5 indicaría que se están aplicando prácticas de perfilamiento…” en este caso a la población de mujeres trans y travestis, y 

que “…esta población se estaría convirtiendo en objetivo de presión policial desproporcionada”.

Las mujeres trans y travestis son mayormente privadas de su libertad por infracciones a la ley 23.737 sobre Estupefacientes. Este hecho por sí mismo es un indicador fuerte de perfilamiento discriminatorio contra las mujeres trans y travestis. No existe otro grupo poblacional que esté preso unívocamente bajo la misma calificación, lo que da cuenta del uso excluyente de la ley 23.737 como método para criminalizar a las mujeres trans y travestis específicamente. 

El 97% de las detenidas travestis y trans migrantes no tiene condena, se encuentran privadas de su libertad en prisión preventiva. Más de la mitad, de las detenidas, pasa más de año y medio sin un debido proceso y una condena firme. Se le suma a esta situación que en los establecimientos penitenciarios que son alojadas no se las nombra por su identidad autopercibida, en los expedientes judiciales se viola la Ley de Identidad de Género (26.743). Por ese motivo deben compartir pabellones carcelarios con internos varones, generando violencia, abusos y victimización de nuestras compañeras.
Situación de detención en la Unidad Penitenciaria n°32 de Florencio Varela, Provincia de Buenos Aires- Argentina.
De la totalidad de mujeres trans y travestis detenidas en la provincia de Buenos Aires, se visualiza que el 44% fue detenida en la jurisdicción del Departamento Judicial de la Plata. 

De la totalidad de las mujeres travestis y trans detenidas en la Unidad Penitenciaria n° 32 del Servicio Penitenciario Bonaerense, se observa que el 85 % son migrantes sudamericanas, de las cuales el 70% es de nacionalidad peruana. 

En la cárcel de hombres, Unidad 32 de Florencio Varela se encuentran detenidas (hasta agosto de 2018) 52 mujeres trans y travestis, en dos pabellones, el número 2 y 11. De ellas, 2 realizaron el cambio de su identidad registral, el cual NO es obligatorio. Las 50 

restantes se encuentran registradas en violación de lo preceptuado por la ley de identidad de género 26.743, es decir son nombradas y tratadas con su sexo biológico.

 En febrero de 2017 OTRANS Argentina junto a detenidas mujeres trans y travestis peruanas en la U. 32 de Florencio Varela, Pabellones 2 y 11, presentaron un habeas Corpus correctivo para denunciar las condiciones de detención. Este hábeas corpus fue admitido favorablemente. Se constataron las deficiencias en la asistencia sanitaria, el acceso a trabajo, esparcimiento, los malos tratos y vejaciones a las internas, a las visitas, entre otras condiciones violatorias de los derechos humanos. Se ordenó al poder ejecutivo de la provincia cumplir las siguientes medidas, en un plazo de 20 días: 

· Destinar un pabellón exclusivamente para mujeres trans y travestis en la U. 32.
· Que se consignen adecuadamente y con respeto a la ley 26.743 los datos de las detenidas.
· Que dichos pabellones cuenten con personal femenino a cargo de las inspecciones y requisas, que en ningún caso podrán ser íntimas o vejatorias.
· Que las detenidas mujeres trans y travestis tengan acceso a las visitas de contacto sin discriminación por su identidad de género u orientación sexual.
· Se prohíben los traslados arbitrarios sin consentimiento de las detenidas en particular a prisiones comunes.
Por su parte el Servicio Penitenciario Bonaerense, apeló esta medida para no cumplimentar el fallo judicial, lo cual va en contra de poder garantizar derechos a las mujeres trans y travestis privadas de su libertad.

Muertes anunciadas:
Durante el año 2017 sobre la población de 33 mujeres trans y travestis alojadas en la Unidad Penitenciaria n° 32 de Florencio Varela se han producido tres muertes:

- Pamela Macedo Panduro, de 29 años de edad, estaba detenida desde el 9/11/2016 a disposición del Juez Tomás Masi, titular del Juzgado de garantías Nro. 4 de La Plata. Luego de 54 días detenida, el 1/1/2017, falleció en el hospital Mi Pueblo de Florencio Varela, donde estaba internada desde el 28 de diciembre de 2016. No fue atendida correctamente por el área de sanidad de la Unidad Penitenciaria.

- Angie Velásquez, fue detenida el 18/2/2017 por el juez de garantías nro. 4, Juan Pablo Massi. El 14 de marzo de 2017, con un cuadro febril, fue trasladada al Hospital Mi Pueblo de la localidad de Florencio Varela, donde le habrían brindado atención. Luego de regresar al pabellón n°11 de la Unidad Penitenciaria N° 32 de Florencia Varela, sin tomar los recaudos sanitarios correspondientes, Angie falleció. 

- Brandy Bardales Sangama, el dia 19/08/2017, tras un operativo realizado por la fuerza policial, es llevada al Hospital San Martín de La Plata con un paro cardíaco, donde es reanimada. Pese a los intentos del lxs medicxs, el 10/09/2017 fallece tras una falla orgánica.

-Damaris Becerra Jurado; murió en la madrugada del 26/11/2017, en la Unidad Penitenciaria Nro. 32 de Florencio Varela. Padecía una enfermedad crónica, por la que no recibía ningún tratamiento. Estaba detenida sin condena, ni juicio firme hacía dos años y medio.

CASO Samira Osorio Galeano:
En el mes de julio del año 2018 se puso en contacto con nuestra organización Lidia Osorio Galeano, hermana de Samira. En esa oportunidad nos informó la grave situación de salud que atravesaba su hermana en la Unidad Penitenciaria n°32 de Florencio Varela, 
provincia de Buenos Aires. Desde su ingreso padecía VIH junto a ello comenzó a tener fuertes dolores abdominales, inmovilidad en una de sus piernas y a disminuir su peso. 
Luego de presentaciones judiciales fue trasladada al Hospital Mi Pueblo de la misma localidad, allí se le detectó que padecía un principio de Tuberculosis (TBC), pancreatitis y su enfermedad crónica (VIH) sin tratamiento adecuado. Luego de una serie de estudios generales, el Hospital El Cruce de Florencio Varela le detecta cáncer de páncreas y decide realizar una intervención quirúrgica. 

Realizada la intervención, evaluando la complejidad de su cuadro, junto al pedido realizado por OTRANS ARGENTINA, le concedieron el beneficio de arresto domiciliario. Luego de un mes de internación la trasladaron a su domicilio. Actualmente estamos tramitando su documentación, la cual fue extraviada en su encierro, ya que sin esta no podrá ingresar al programa de salud para adquirir la medicación de manera gratuita, integral y regular.
En este último caso, se pudo abordar la compleja situación de Samira, por la intervención de nuestra organización junto a otros organismos que realizan monitoreo en diferentes instituciones penitenciarias y de encierro. Pero estos casos se repiten constantemente en las unidades penitenciarias de nuestro país, las denuncias por falta de atención médica, la falta de insumos médicos en las salas sanitarias de los penales, el destrato a las internas pertenecientes a nuestro colectivo, la falta de acceso a los servicios básicos, alimentos y todo tipo de elementos de higiene personal. Junto a un sistema judicial que no informa a las internas sobre sus procesos, que desinforma a los familiares, defensores que no informan a las internas sobre su proceso judicial  el abandono de los organismos estatales que no realizan los seguimientos correspondientes. 

ANEXO:
Colectivo Trans y Travesti en la Ciudad de La Plata, capital de la Provincia de Buenos Aires: Datos.
Alrededor de 400 mujeres trans y travestis de nacionalidad peruana habitan en La Plata. De ellas, 1 cada 17, está detenida en la Unidad Penitenciaria n° 32 de Florencio Varela. 
Entre los meses de enero y julio del año 2016 en la ciudad de La Plata, OTRANS Argentina, realizó entrevistas en profundidad a 30 mujeres trans y travestis migrantes sudamericanas (de nacionalidad peruana y ecuatoriana) que realizan actividades de subsistencia en la vía pública en las cercanías de plaza Matheu (considerada la “zona roja” o de oferta sexual en la ciudad). 

Los principales hallazgos de dicha investigación, son los siguientes: 

· La totalidad de las entrevistadas indicaron que habían sido demoradas o aprehendidas en la vía pública el último año, acusadas por la policía de delitos relacionados con la Ley 23.737sobre venta o tenencia de estupefacientes. Este hecho es indicador de un número desproporcionadamente alto de actuaciones contra la población de mujeres travestis y trans migrantes sudamericanas, sobre la

· base de la detención selectiva en base a la identidad de género y a partir de la utilización de perfiles raciales, vigilancia policial injustificada e interacciones negativas con la policía. 

· La totalidad de las entrevistadas detallaron que, durante la demora, habían recibido un trato policial inadecuado, con lenguaje transfóbico junto a amenazas. 

· De las 30 mujeres trans y travestis entrevistadas, 19 indicaron que habían sido revisadas en la vía pública por policías que habían referido estar buscando estupefacientes. Identificaron a estos policías como pertenecientes a la comisaría 9na de la Plata y la DDI de La Plata. Esto es indicativo de controles desproporcionados hacia las mujeres trans y travestis migrantes sudamericanas en la zona de plaza Matheu. La presencia o ausencia de un registro es indicativa del “…grado de sospecha del funcionario encargado de hacer cumplir la ley basado en prejuicios… Dado que los cacheos son una práctica discrecional de la policía, el análisis de los datos sobre tales actividades revela frecuentemente disparidades más pronunciadas…” con respecto a factores de discriminación prohibidos. 

Conclusión:
En el caso de la comunidad trans y travesti de nuestro país y región, y, en lo que es relevante para el caso, particularmente las mujeres trans y travestis detenidas en la Unidad Penitenciaria n°32 de Florencio Varela, Provincia de Buenos Aires, aplicar la perspectiva de género conlleva necesariamente tener en cuenta al valorar la evidencia y las teorías fácticas en un caso, este contexto general de violencia institucional cotidiano en el que esta comunidad desarrolla su vida. Lo contrario sesga las decisiones judiciales en perjuicio de las mujeres trans y travestis. 
El deber estatal de prevención de la violencia de género y por prejuicio abarca la prevención de la violencia por fuerzas de seguridad del Estado. “Según el Derecho Internacional, el Estado es responsable por las acciones de sus agentes “realizadas al amparo de su carácter oficial y por las omisiones de los mismos aún si actúan fuera de los 
límites de su competencia o en violación del derecho interno.” Por lo tanto, toda violación de derechos reconocidos por la Convención Americana (o la Declaración Americana) cometida por un acto del poder público o de personas que actúan prevalidas de los poderes que ostentan por su carácter oficial, es imputable al Estado. (…) Con miras a prevenir la violencia, los Estados deben garantizar que sus sistemas de justicia tengan la capacidad de investigar de manera exhaustiva y efectiva toda instancia de abuso policial y todo caso de tortura o tratos crueles, inhumanos y degradantes”.
La Relatora Especial de las Naciones Unidas (Consejo de Derechos Humanos, Informe de la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, Mayo de 2011) sobre la violencia contra la mujer sus causas y consecuencias ha definido la violencia institucional y estructural como “…cualquier forma de desigualdad estructural o de discriminación institucional que mantenga a la mujer en una posición subordinada, ya sea física o ideológica, a otras personas de su familia, su hogar o su comunidad. En idéntico sentido, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos considera que “las creencias y prejuicios sociales que perpetúan la idea de que las personas heterosexuales, cisgénero y aquellas que no son intersex son superiores a las personas LGBTI, contribuyen a una cultura de violencia estructural basada en el prejuicio hacia las orientaciones sexuales e identidades de género no normativas y cuerpos diversos.”
La comunidad trans y travesti es sistemáticamente excluida de derechos humanos básicos como vivienda, educación, salud, trabajo. Esta exclusión extrema resulta en que la mayoría de las personas trans sobrevive en condiciones de pobreza realizando actividades de subsistencia en la vía pública, la gran mayoría se encuentra aún hoy en situación de prostitución, ya sea de manera continua o alternándose con otros medios de subsistencia. 
Según estudios especializados y cifras oficiales, en nuestro país, la expectativa de vida de las mujeres trans y travestis se reduce a 40 años de edad (Primer encuesta sobre 
Población Trans, septiembre de 2012, Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, INDEC). Una de las tres principales causas de muerte prematura de las mujeres trans y travestis, son las ejecuciones extrajudiciales y los asesinatos. En tres de los principales centros urbanos del país (Ciudad Autónoma de Buenos Aires, La Plata y Mar del Plata) más del 90 % de las personas trans han tenido contactos no deseados e involuntarios con personal de fuerzas de seguridad, que van desde contactos no deseados como preguntas sobre su identidad, comentarios sobre su cuerpo, miradas intimidatorias, solicitud de favores sexuales, intimidación, detención, requisas en la vía pública.
Los artículos I y XXV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante “la Declaración Americana” o “Declaración”) y los artículos 5 y 7 de la Convención Americana protegen el derecho a la seguridad personal, el derecho a la integridad personal y el derecho de toda persona a no ser sometida a detenciones arbitrarias e ilegales. 
“El respeto y la adecuada interpretación y aplicación de las garantías establecidas en la Convención Americana y la Declaración Americana deben servir a los Estados Miembros como guía para encauzar la actividad de la fuerza pública en el respeto de los derechos humanos. (…) Respecto de la prevención de actos de tortura y malos tratos por parte del Estado, la CIDH ha subrayado que las normas que regulan los procedimientos policiales deben establecer “claramente que ningún oficial encargado de hacer cumplir la ley puede infligir, instigar o tolerar cualquier acto de tortura u otro tratamiento o pena cruel, inhumano o degradante,” y que todo miembro de las fuerzas de seguridad debe denunciar de inmediato cualquier caso de tortura o trato cruel, inhumano o degradante del que tenga conocimiento”.
En los últimos años, la CIDH ha recibido “…constantemente información sobre actos de violencia contra personas LGBT que son perpetrados por fuerzas de seguridad del Estado, incluyendo actos de tortura, tratos degradantes o inhumanos, uso excesivo de la 
fuerza, detención arbitraria y otras formas de abuso. Numerosos casos de violencia estatal han sido documentados en el continente americano. (…) En el Registro de Violencia de la CIDH… se documentaron cuarenta y tres casos de abuso policial entre enero de 2014 y marzo de 2015; sin embargo la Comisión enfatiza los altos niveles de subregistro de actos de violencia, particularmente cuando son cometidos por agentes estatales… Más aún, órganos de tratados del Sistema de Derechos Humanos de Naciones Unidas, varios Procedimientos Especiales y el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos han recibido información similar y han documentado su preocupación sobre las denuncias de abuso policial contra personas LGBT en varios 
Estados Miembros de la OEA. Varias organizaciones han informado que las fuerzas policiales incluso se sienten facultadas para ejercer violencia contra personas LGBT. (…) En ocasiones anteriores, la Comisión ha expresado su preocupación sobre casos de abuso policial contra personas LGBT, y ha señalado que el involucramiento de la policía en actos de discriminación y violencia contra personas LGBT conduce a otros a creer que pueden hacer daño impunemente a personas con orientaciones sexuales e identidades de género no normativas. La CIDH observa que la policía y otras fuerzas de seguridad –legalmente facultadas para mantener el orden público- comparten las mismas actitudes y prejuicios contra personas LGBT que prevalecen en la sociedad en general. La detención arbitraria es otra importante preocupación en el contexto general de abuso policial hacia personas LGBT…la CIDH afirmó que oficiales de la policía privan arbitrariamente de su libertad a personas LGBT sobre la base de supuesto “escándalo público” o porque se considera que su mera presencia constituye una amenza para la “moral pública”. Numerosos informes señalan que mujeres trans y trabajadoras sexuales trans son particularmente vulnerables a abusos policiales y son sometidas con regularidad a tratos inhumanos cuando son detenidas por fuerzas de seguridad del Estado. Por ejemplo, varias mujeres trans latinas en Queens, Nueva York se han enfrentado a detenciones y requisas por parte de la policía bajo la sospecha de prostitución mientras caminaban por 
sus propios barrios. Como lo afirmó una de las mujeres trans entrevistadas: “para la policía, todas las trans son prostitutas (CIDH, Informe sobre violencia contra las personas Lesbianas, Gay, Bisexuales, año 2015).
En noviembre del año 2017, el COMITÉ CEDAW de NACIONES UNIDAS recomendó a la Argentina: 
“45. El Comité recuerda las Reglas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de las Mujeres Prisioneras y Medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes (las Reglas de Bangkok, AG Resolución 65/229, de 21 de diciembre de 2010 recomienda al Estado Parte que:
A) Adopte medidas para limitar el uso de la detención preventiva de mujeres, ampliando el uso de otras medidas cautelares;
B) Prohibir las requisas y búsquedas físicas invasivas de mujeres por parte de funcionarios penitenciarios…
C) Asignar recursos humanos, técnicos y financieros destinados a ampliar la cobertura de la educación, los programas de empleo y los servicios de salud para incluir a las mujeres en detención preventiva;
D) Dar prioridad a la aplicación de las recomendaciones formuladas por el Subcomité para la Prevención de la Tortura (CAT / OP / ARG / 1) y acelerar la Investigación de presuntos casos de malos tratos y otros casos de violencia de género contra las mujeres detenidas…
21…G) Denunciar los atentados contra la dignidad humana y la integridad de las personas LBTI incluso mediante la sensibilización de los ciudadanos sobre sus derechos en asociación con la sociedad civil. Adoptar medidas para prevenir crímenes de odio y asegurar investigaciones, procesamientos, convicciones y reparaciones.”
Requerimientos.
Desde la Organización OTRANS consideramos que ante la situación de violencia y persecución estatal que sufre nuestro colectivo, solicitamos:

- Que las procesadas travestis y trans por delitos menores, entre ellos los desfederalizados de la ley 23.737, permanezcan en libertad durante el proceso, como establecen las leyes. 

- Que se investigue el armado de causas y las detenciones arbitrarias contra mujeres travestis y trans, en particular la connivencia policial y judicial.
- Que se emitan órdenes claras a las fuerzas de seguridad respecto de la prohibición de discriminación, las requisas en la vía pública, y la prohibición absoluta de requisas vejatorias.

- Que el Ministerio Público de la Provincia de Buenos Aires emita dictámenes y protocolos de actuación para fiscales respecto a la proporcionalidad de las cautelares y requisitos para detener y acusar por tenencia de estupefacientes, en particular a mujeres trans y travestis.

- Que se investiguen las responsabilidades institucionales del poder ejecutivo y judicial en las muertes de Pamela Macedo Panduro, Angie Velásquez Ramírez, Brandy Bardales Sagama y Damaris Becerra Jurado.

- Que se admita a las organizaciones de la sociedad civil como particular damnificado cuando demuestren interés en las causas.

- Que las autopsias se lleven a cabo bajo el protocolo para las detenciones arbitrarias y ejecuciones extrajudiciales y el protocolo de femicidio de ACNUDH.


- Que se sigan las pautas establecidas en el protocolo de Estambul para la asistencia tratamiento y reparación a las víctimas de tortura travestis y trans.

- Que se respeten los principios de Yogyakarta para las mujeres trans y travestis privadas de libertad.

-Que se nombre y aloje, en las unidades penitenciarias, a las integrantes de nuestro colectivo respetado su identidad autopercibida.

